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1- ANTE EL RECIENTE ANUNCIO DE UN PLAN DE LUCHA PIQUETERO
Perspectivas y limitaciones de un nuevo ciclo de movilizaciones populares

  

Después de tres encuentros realizados en las últimas semanas, el conjunto de las organizaciones piqueteras opositoras (con excepción del sector que lidera Raúl Castells) acordó un plan de lucha que contempla el relanzamiento de una serie de cortes de ruta y movilizaciones masivas. 

Del acuerdo participaron los grupos que integran el Bloque Piquetero, la Corriente Clasista y Combativa y los movimientos que se nuclean en el Frente Popular Darío Santillán, entre otros. El pliego reivindicativo incluye cuatro ejes principales: aumento general de salarios y un incremento en el monto de los planes sociales a 350 pesos; la demanda de trabajo; el rechazo al "tarifazo" y los aumentos de precios; y el reclamo por la libertad de los manifestantes detenidos en protestas sociales y el desprocesamiento de los más de 4000 luchadores populares. 

Para la mayoría de los desocupados que viven en la pobreza o en la indigencia en el país, la situación económica de fondo no cambió. Remitiéndose a los datos oficiales, incluso el gobierno debe reconocer que el 13% de desocupación que muestra el Indec, sumado a otro 5% que no figura en esa categoría por cobrar un plan social y ser considerado ocupado, dan como resultado la alarmante cifra de más de 5 millones de personas que subsisten con un ingreso familiar de 150 pesos, en el mejor de los casos complementado por alguna "changa" temporaria o el insuficiente ingreso de algún emprendimiento comunitario.
Esa situación de pobreza e injusticia que se perpetúa con independencia de los datos de crecimiento macroeconómico, constituye el motivo central de la reaparición de las protestas piqueteras. 

Perspectivas y limitaciones. Más allá de los análisis superestructurales, hay una realidad de base en los barrios humildes de todo el país que sustenta la decisión de las organizaciones de lanzar el plan de lucha. En provincias como Tucumán y Santa Fe, en los últimos meses ya se vinieron dando movilizaciones y piquetes en los que confluyeron grupos que se ubican en espacios políticos disímiles. En otras provincias, como Neuquen, la movilización tuvo como motor la solidaridad con los conflictos fabriles, aunque también movilizó a los desocupados. Las luchas obreras por el salario, por su parte, potencian el debate en las bases humildes de los movimientos de desocupados sobre la necesidad de superar el techo de ingresos que imponen los planes sociales, y las luchas ganadas de los trabajadores del subte, entre otros, alienta el análisis de que lograr un aumento es posible. 
En este marco, resulta auspicioso que las principales organizaciones de desocupados que resistieron la cooptación oficial dejen de lado las diferencias y aúnen fuerzas en un plan de lucha común.  

Sin embargo, hay otros datos de la realidad que hacen pensar en los límites posibles de la iniciativa. Por un lado, el “humor social” (tan asociado al sentido común y egoísta de la clase media que sí recuperó estabilidad económica y al discurso predominante en los medios de comunicación) va a resultar hostil a una campaña de protestas, y el gobierno sabrá potenciar esa debilidad de la lucha popular para aislar los reclamos. Aunque -tal vez por inevitable- no es esto lo que preocupa centralmente a las organizaciones independientes que confluirán en la serie de movilizaciones: los antecedentes del último plan de lucha similar desarrollado durante el 2004 arrojan señales de preocupación sobre la solidez de las alianzas en cuestión. Por un lado, éste es un año electoral en el que presentarán listas los partidos de izquierda que conducen algunas expresiones del movimiento piquetero y, para más, lo harán en forma dividida. Esto pone en foco la preocupación sobre la búsqueda de figuración política de los candidatos de estos partidos, en desmedro del pliego reivindicativo acordado. Por otro lado, el plan de lucha piquetero del 2004 se desvaneció, entre otras cosas, cuando algunas organizaciones con mayor diálogo con el gobierno optaron por una negociación propia al margen del conjunto y debilitaron el frente único que se había conformado. 

Esta vez el gobierno nacional, principal destinatario de los reclamos, seguramente insistirá en las maniobras de deslegitimación, cooptación y división de los movimientos sociales en lucha. Que tenga éxito o no estará dado por la madurez del conjunto de las expresiones populares organizadas.
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2- LA LUCHA DE LOS TRABAJADORES DE LOS SERVICIOS AÉREOS
Crece el conflicto sindical en el aeropuerto de Ezeiza y en Aeroparque 

 

Sin lugar a dudas, el escándalo de las valijas de SW resultó un golpe fuerte para el gobierno de Néstor Kirchner. Ahora, el conflicto de los trabajadores de LAFSA parece empeorar día a día. La semana pasada, en vísperas del fin de semana de Pascuas, los trabajadores profundizaron las medidas de fuerza en Aeroparque con paro y movilización.

Los coletazos más directos del malestar aeroportuario se registran en el Aeropuerto Internacional de Ezeiza con los empleados de Intercargo, quienes se encuentran en estado de alerta tras la frustración de las negociaciones del gremio con la empresa por el reclamo de aumento salarial. Tras las presiones de los trabajadores, el viernes 18, los delegados de la Asociación de Personal Aeronáutico (APA – CTA) accedieron a convocar a una asamblea informativa en la que anunciaron que la única oferta que les hacía la empresa era de $150 en vales de ticket canasta para la compra de alimentos, y por una sola vez. Ante este panorama, los empleados votaron en asamblea exigir "aumento de los salarios básicos de convenio en $400, la incorporación de personal en forma inmediata, mejoras en las condiciones de trabajo y que se detenga el proceso de vaciamiento de la empresa". 

Intercargo, antiguamente propiedad de Alfredo Yabrán, hoy está en manos del Estado. Según datos oficiales, el paquete accionario de la empresa corresponde en un 80% al Ministerio de Economía y Producción y en un 20% al Ministerio de Defensa. Tales datos dejan traslucir el control que el gobierno de Kirchner tiene sobre la empresa. Por eso, en una actitud insólita y, tal vez, sin antecedentes, el director nacional de Relaciones de Trabajo, Jorge Ariel Schuster, dictó la conciliación obligatoria por el plazo de 15 días, e intimó al sindicato a que los empleados realicen horas extras, como respuesta a una simple asamblea de los trabajadores, quienes no estaban ejerciendo ninguna medida de fuerza. La asamblea fue motivo suficiente para que el Estado decidiera intervenir, de manera de garantizar el servicio en Semana Santa. APA no realizó objeción alguna a esta violación del derecho sindical; por el contrario, su conducción acató la disposición del ministerio de Trabajo.

Pero la indignación de los trabajadores obligó a los delegados a convocar otra asamblea el viernes 25, de la que sólo participó el personal que no estaba cumpliendo servicios porque la conciliación obligatoria impide hacer abandono de actividades. La asamblea se complementó con una movilización y distribución de volantes por el interior del hall del aeropuerto. Los delegados tuvieron que dar a conocer los reclamos de los trabajadores de base. Paralelamente, APA era denunciada públicamente por los trabajadores de LAFSA, en el Aeroparque, por haber “entregado” la empresa a Lan Chile, propiedad de la norteamericana American Airlines. 

En Intercargo también se teme por las fuentes de trabajo. Es que Lan podría exigirle al gobierno realizar su propio servicio de rampa, la actividad excluyente de Intercargo. Si el gobierno accediera a concederle esa exigencia a Lan, quedarían en la calle los 800 empleados de Intercargo, de los cuales 450 trabajan en el Aeropuerto de Ezeiza.
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3- GRANDES EMPRESAS Y LA POLÍTICA OFICIAL DE PRECIOS
Los intereses de los monopolios y la “resistencia” del gobierno K

 

La Asociación de Empresarios Argentinos (AEA), cuyos máximos referentes son los dirigentes de Techint, Petrobrás, Clarín, Coto, IRSA –Soros, Banco Boston, Repsol-YPF, Arcor, etc.; que conforman 70 empresas nacionales y extranjeras que facturan más de U$S 45.000 millones por año (el 30% del PBI), dicen que están en contra del crecimiento de los precios y que debería haber más competencia. 

Ellos, que son líderes y referentes en los mercados en los que operan y, por ende, grandes formadores de precios; que son los que dicen cuánto vale el litro de nafta o gasoil, el kilo de yerba, de fideos o de carne; de aceros y caramelos; que son los que remarcan los precios en nuestro país, aseguran que están en contra de la inflación.

El golpe militar de 1976 rompió el modelo anterior, basado en el mercado interno -donde los trabajadores cumplían un doble papel, como costo, mediante el insumo de la mano de obra y como consumidores-, por el actual, donde se reproduce el modelo conservador en el que una minoría de la población tiene niveles de consumo como los más ricos del mundo (y se inserta al mundo vendiendo productos donde el factor estratégico es la tierra, como el petróleo, cereales y oleaginosas), mientras un 47% de la población está por debajo de la línea de pobreza. 

Dentro de la minoría más rica del país (en la que AEA es uno de sus principales aglutinamientos), predominan las empresas que realizan producción de bienes que se comercializan con el exterior. El análisis sectorial de sus ventas arroja un tipo de inserción en el proceso económico y productivo dependiente de los recursos naturales y del consumo de los sectores de altos ingresos. Así entre los sectores petrolero, acero y minería, la elaboración de alimentos y bebidas (donde tiene un papel dominante la elaboración de aceites y la producción y comercialización de maíz, trigo y soja), la actividad comercial (donde son dominantes las cadenas de supermercado) y la elaboración de productos e insumos químicos, representan en conjunto el 70% de las ventas del país.

Gobernar es afectar intereses y Néstor Kirchner, quien asumió el 25 de mayo de 2003, continúa con la misma política económica que propiciaron los que se beneficiaron con la devaluación y que implicó, entre otras cosas, empujar a la marginación y a la pobreza a la mitad de la población. El promocionado boicot K a Shell y Esso no es sino un intento de disimular ese alineamiento de la boca para afuera.
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4- 1° CONTRAENCUENTRO SOBRE LOS IMPACTOS DE LA SOJA TRANSGÉNICA
Los campesinos y las organizaciones urbanas enfrentaron en Foz do Iguazú al modelo agroindustrial de las multinacionales
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La movilización internacional del 18 de marzo, frente al Hotel Bourbon de Foz do Iguaçu, Brasil, para repudiar la “Mesa Redonda de Soja Sustentable” que se desarrollaba en su interior, fue el cierre del “1º Contraencuentro sobre los impactos de la soja transgénica, los monocultivos y el uso de agroquímicos”, organizado para denunciar un modelo agroindustrial hecho a la medida de las grandes multinacionales.
La “Mesa Redonda de Soja Sustentable” fue organizada por la “WWF, Fundación Vida Silvestre Internacional”. 

El Contraencuentro se concretó entre el 16 y el 18 de marzo en el ITEPA, escuela de capacitación y formación para el campesinado del Movimiento de los Sin Tierra de Brasil (MST), ubicado en Foz do Iguazú. Participaron distintas organizaciones de Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, como un hito en el camino de la unidad en la lucha de los pueblos originarios, el campesinado –representado por, entre otros, Vía Campesina, el Mocase y el Grupo de Reflexión Rural- y las organizaciones de lucha urbana, entre las que estuvo presente el Frente Popular Darío Santillán. Los campesinos, los movimientos de desocupados, las agrupaciones estudiantiles, de Derechos Humanos y las asambleas barriales se reunieron, en este caso, contra la mentira de la sustentabilidad de la soja, defendida oficialmente en la Mesa Redonda de Soja Sustentable a partir de los intereses de los países centrales y de los empresarios de los agronegocios, con el apoyo de grandes ONG internacionales y nacionales.

Las conclusiones del Contraencuentro, debatidas en comisiones sobre reforma agraria, soberanía alimentaria, modelo agroexportador y biodiversidad, giraron en torno del modelo de monocultivo, la soja transgénica, el uso de agroquímicos que nos envenenan y las certificaciones como nueva forma de dominación y pérdida de libertad de los agricultores. En síntesis, un modelo agroindustrial incompatible con la existencia de miles de pequeños y medianos agricultores que han sido y serán expulsados de sus tierras. Su destino es, fatalmente, pasar a formar parte de los habitantes de los conurbanos en las grandes ciudades, que aumentan así sus poblaciones y las filas de los millones de desocupados e indigentes que las integran.

Más allá del debate y las conclusiones, se enfatizó la necesidad de integrar la lucha del campesinado y las organizaciones urbanas. Como resultado práctico del Contraencuentro se creó una cadena de intercambio de información y experiencias de las organizaciones de los distintos países participantes, para poder proyectar la articulación de la lucha conjunta. Los participantes se comprometieron a difundir las problemáticas territoriales, como una forma de contrarrestar la distorsión de la información por parte de la prensa al servicio de los modelos dominantes.

 

Dibujo: Carlos Julio, Movimiento Campesino de Córdoba 
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5- SIN LA AUTORIZACIÓN DEL CONSEJO DIRECTIVO
El Decano de la Facultad de Veterinaria impulsó la demolición de un histórico comedor estudiantil

 

Por decisión del decano de la Facultad de Veterinaria de la UBA, Rubén Hallú, el espacio donde funcionó el histórico Comedor Universitario de Estudiantes de Veterinaria y Agronomía (CUEVA) está siendo demolido. La resolución no sólo llegó, llamativamente, luego de una presentación formal de un proyecto para reactivar el comedor por parte de los estudiantes, sino que además se llevó a cabo evadiendo las instancias institucionales de decisión, ya que el proyecto de demolición no fue ni siquiera presentado al Consejo Directivo, órgano de gobierno de la facultad.

La Cueva nació a comienzos de la década del 60, parido exclusivamente por los esfuerzos -y hasta los bolsillos- de los estudiantes. Ya convertido en lugar de encuentro para la joven militancia de la época, la dictadura de Onganía intervino la facultad y expropió el comedor para otorgarlo a un concesionario privado. Pero en el `70 los estudiantes lograron recuperar el lugar y recuperar su esencia: volvía a funcionar como sitio de reunión para estudiantes, profesores, trabajadores de la facultad y vecinos del barrio, en donde se comía a precios accesibles y se desarrollaban distintas actividades académicas, gremiales y culturales, además de representar una fuente de ingreso para muchos estudiantes. La dictadura genocida que irrumpió en el `76 no quiso ser menos que la anterior y lo clausuró definitivamente. Durante los sucesivos gobiernos "democráticos" el comedor permaneció cerrado, pese a los insistentes reclamos por reabrirlo. Y en los últimos años solamente pudo ser utilizado para algunas actividades, festivales y congresos.
Otro dato que aumenta la suspicacia sobre las intenciones del decano es que la demolición comenzó en el mes de enero, siempre una época de escasa actividad en la facultad y, por ende, de menor posibilidad de respuesta por parte de estudiantes y profesores.

Representantes estudiantiles del FANA (Frente Amplio para una Nueva Agronomía) afirman que “el único argumento que da el decano Hallú es la necesidad de construir más aulas, olvidando que hay dos pabellones nuevos con gran cantidad de aulas disponibles para las cursadas”. Además de resaltar la carga simbólica que tiene La Cueva, los estudiantes insisten en recuperarlo para devolverle su sentido inicial: “Este lugar al que las autoridades de la Facultad nunca le dieron importancia y al que tenían olvidado, contiene una parte importante de la historia estudiantil. La propuesta de los estudiantes es reabrir el comedor, generar puestos de trabajo, becas de almuerzo y ofrecer menús a precios accesibles, cosa que hoy no existe. Además queremos recuperar este espacio de encuentro y debate, y como promotor de una Universidad más al alcance de la mayoría de la población, una Universidad verdaderamente pública y gratuita”.
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6- MEMORIA HISTÓRICA: A 30 AÑOS DE LA MASACRE DE PASCO, EN LOMAS DE ZAMORA
La violencia estatal contra la lucha popular y la recurrencia de algunos protagonismos

 

Todos ellos vivían en Lomas de Zamora. Los levantaron de sus casas violentamente y más o menos a la misma hora, cuando ya hacía rato que era de noche en ese viernes 21 de marzo de 1975, hace casi exactamente 30 años. Los nueve eran militantes de la Juventud Peronista de Lomas, integrada a la Regional 1 de la JP, la más fuerte de las estructuras de trabajo político de “superficie” de Montoneros.

Los juntaron a todos en un descampado de José Mármol. Apenas unos segundos después los acribillaron a balazos. Como una escalada en la estrategia de terror que las bandas parapoliciales habían instalado en el país desde hacía muchos meses, los asesinos no se contentaron con comprobar que los nueve ya estaban muertos. Poco más tarde los vecinos de Mármol y del barrio San José escuchaban fuertes explosiones: habían dinamitado los cadáveres.

El marco de impunidad con el que fue ejecutada la acción, prueba de la complicidad de las fuerzas de seguridad, no dejaba muchas dudas. Por si acaso, no tardó en aparecer el siniestro comunicado de reivindicación de la masacre firmado por la Alianza Anticomunista Argentina, la Triple A del hombre fuerte del Gobierno de Isabel Perón, José López Rega.
Gladis Martínez, Héctor Lencina, Héctor Flores, Aníbal Benítez, Germán Gómez, Rubén Bagnina, Omar Cafferata y los hermanos Díaz fueron las jóvenes víctimas de lo que la historia recuerda como la Masacre de Pasco.

De todos ellos, sólo Lencina tenía un cargo institucional: era concejal de Lomas por la JP. Trágicas paradojas de la historia: un año antes, por la dinámica del enfrentamiento con la derecha peronista, la JP de Lencina y otros sectores combativos del peronismo de Lomas habían apoyado la designación como intendente de un concejal con nula trayectoria política, abogado del gremio municipal, llamado Eduardo Duhalde. Era el mismo Duhalde que, desde la presidencia del país, dispuso 27 años después lo que él mismo bautizó como la Masacre de Avellaneda, la represión que asesinó a Darío Santillán y Maximiliano Kosteki el 26 de junio de 2002. 
